Hábeas Data (clase especial). Por J. Rafael Bernigaud

Derecho Constitucional II, Com. 09. Dr. Ricardo A. Terrile.

Advertencia: Este apunte no persigue el propósito de agotar los temas relativos al hábeas data, es concretamente una pequeña síntesis, por lo que se hace necesario remitirse a los fallos citados, a la ley reglamentaria y a la doctrina, a fin de completar y comprender esta novel garantía.
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I Introducción:  Para comenzar a comprender que es el hábeas data debemos entender que es una garantía. Esta es un arma o herramienta a partir de la cual se puede remover un obstáculo  que impide el goce de un derecho reconocido, o permite también reponer ese derecho en el caso en que el mismo haya sido violado. La garantía por excelencia es el amparo, pero en nuestra legislación coexisten otras garantías como el hábeas corpus, el derecho de réplica y el  hábeas data, de la cual nos vamos a ocupar ahora.

Ubicados en el contexto de las garantías, a diferencia de otras el hábeas data, no tiene una larga trayectoria en la legislación mundial, en efecto es una de las más modernas. Ha empezado a incorporarse en las legislaciones desde hace solamente tres décadas.

II Definición:   Su nombre proviene del antiguo instituto del hábeas corpus, en el cuál hábeas significa “conserva o guarda tu..”  y data (derivado del inglés) “información o datos”. Literalmente sería “conserva o guarda tus datos” .Esta denominación mitad latina, mitad inglesa aparece por primera vez en 1988 en la Constitución de Brasil.

Según una definición más técnica (Ekmekdjian-Pizzolo 1996), decimos que es la garantía que le permite a toda persona (determinada o determinable) a solicitar judicialmente la exhibición de los registros, bancos de datos, archivos, en los cuales están incluidos sus datos personales o los de su grupo familiar, para tomar conocimiento de su exactitud, a requerir la rectificación, la supresión de datos inexactos u obsoletos, o que impliquen discriminación.

III Historia:  El derecho a la protección de datos y sus garantías (entre ellas el hábeas data), nace como consecuencia del sostenido avance de las nuevas tecnologías y particularmente de la informática. Estas nuevas formas tecnológicas llevaron a que los antiguos archivos manuales y mecánicos sen condenados a ser una especie en extinción  (Puccinelli 1999), especialmente por las crecientes ventajas de las sofisticadas bases de datos, capaces de realizar en cuestión de segundos y sin esfuerzos importantes, entrecruzamiento, procesamientos e impresión de datos de gran magnitud. Estos avances, como es obvio, generan importantes beneficios para toda la humanidad toda en diversos aspectos, pero también generan lesiones, daños a los derechos de las personas, especialmente en el campo del derecho a la intimidad. Podría resumirse esto en las palabras de la diputada Elisa Carrió, en los debates de la ley de Hábeas Data: “...seguramente son las consecuencias no deseadas las que nos obligan a buscar nuevas garantías para que las personas que se vean privadas de un derecho fundamental, como lo es el de la intimidad, estén en condiciones de accionar...”  (citada por Gozaíni 2003). 

En el plano europeo, los tibios comienzos surgen en Alemania en 1970, cuando se dictó la primera ley dedicada específicamente a la regulación del tratamiento de datos personales, ante la necesidad de contar con una legislación que haga frente a los problemas generados por la informática. Esta consagración normativa fue seguida por varios países europeos (Francia, Noruega, Suecia),  e incluso en alguno de ellos (Portugal, España) se incluyó en las constituciones respectivas, el derecho de acceso a la información personal y el derecho de rectificación de los datos inexactos u obsoletos o supresión de los ilícitamente colectados

En los Estados Unidos, esta garantía quedo instalada en la Data Protection Act de 1984. Asimismo en el plano de organismos internacionales, el Consejo de Europa y el Parlamento Europeo, legislaron acerca de este instituto en 1981 y 1995 respectivamente.

Ya en estos países u organismo internacionales, así como en algunas constituciones latinoamericanas, se habían esbozado conceptos tales como: el de la finalidad de las bases de datos, la licitud de su obtención, la calidad de la información, lo referente a la seguridad y el resguardo de los archivos y lo atinente a los datos sensibles.

IV Hábeas Data en la Argentina:  Antes de la reforma constitucional de 1994, que lo introdujo expresamente en el artículo 43 párrafo 3ero de la Constitución Nacional, la doctrina lo había considerado implícito en nuestra carta magna en el Artículo 33. Asimismo algunas normas provinciales regulaban antes de la reforma el citado instituto y muchas constituciones provinciales lo incorporaron posteriormente a 1994 junto a la acción de amparo.

La consagración en nuestra norma fundamental a partir de 1994 (a pesar de no estar incluido su tratamiento en la ley declarativa de necesidad de reforma), implicó su consideración expresamente como una acción de sub-amparo según un sector de la doctrina y a jurisprudencia, y para la otra parte, como un instituto independiente del amparo. La norma insertada en la Constitución Nacional tiene operatividad directa, según lo ha sostenido la jurisprudencia de la Corte Suprema.

Su texto específicamente reza: “Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquellos. No podrá alterarse el secreto de las fuentes de información periodística”.

Según Sagües (1995), el hábeas data persigue cinco objetivos: acceder al registro – actualizar los datos atrasados – corregir la información inexacta – asegurar la confidencialidad de cierta información legalmente recolectada – cancelar datos que hacen a la llamada información sensible (ideas religiosas, políticas, vida sexual, raza, etc.).

V Naturaleza Jurídica:  Parte de la doctrina lo incluye como una sub-especie de amparo (Sagües), y asimismo lo ratificaron algunos ministros de la Corte en alguno de los fallos con referencia al Hábeas Data. Pero la otra parte de la doctrina y la jurisprudencia (Petracci) lo considera como un instituto independiente del amparo.

VI Clasificación de Hábeas Data: Esta clasificación es la postura del Doctor Sagües con respecto a los tipos de hábeas data. 

1- Hábeas data informativo: es aquel que procura el acceso a la base de datos a fin de indagar acerca de la información registrada. Este tipo reconocería cinco subtipos: 

· exhibitorio: consiste en conocer qué se registró.

· finalista: procura indagar el para qué y para quién se realizó el registro.

· autoral: procura inquirir quien obtuvo los datos que obran en el registro

· el que tiene por objeto indagar sobre la existencia y localización de bases de datos.

· impropio: aquel que pueden utilizar quienes pretender acceder a información pública cuando no se les permite el acceso.

2- Hábeas data aditivo: este tipo procura agregar más datos a los que figuran en el registro respectivo y puede ser utilizado por ejemplo para obligar a un banco de datos comerciales a que asiente que una deuda ha sido cancelada o refinanciada. Reconoce 2 subtipos:
· actualizador: para actualizar los datos antiguos.
· inclusorio: incluir en un registro a quien fue omitido.
3- Hábeas data rectificador o correctivo: el objetivo de este tipo es de corregir o sanear informaciones falsas, inexactas o imprecisas. Esto último cuando de su lectura pueden hacerse varias interpretaciones, pues su registro es ambiguo.

4- Hábeas data reservador:  este tipo pretende asegurar que un dato legítimamente registrado sea proporcionado solo a quienes se hallen legalmente autorizados para ello. Suele ser utilizado para los casos de datos sensibles, que son necesarios tener registrados (por ejemplo, los relativos al estado de salud de la persona registrada).

5- Hábeas data exclutorio o cancelatorio: tiene por objeto eliminar la información del registro, donde se encuentre registrado, cuando por algún motivo no deba mantenerse. Este tipo esta relacionado con los datos sensibles.

Cabría agregar un tipo más, el hábeas data público, que prevé la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, que es a favor de la ciudadanía de la ciudad para acceder a toda información o documentación de la gestión, del gobierno de la ciudad.

 VII Bienes jurídicos que tutela esta garantía: Aquí en este tema la doctrina no es pacífica. Buena parte de la misma (Natale-Lavié) ,se enroló, en principio, en la postura limitativa que el hábeas data tutelaba solo el derecho a la intimidad. Más ampliamente, algunos convencionales constituyentes de 1994, aludieron a varios bienes jurídicos tutelados tradicionalmente protegidos como el honor, la propia imagen y a la identidad personal. Cifuentes (1999) lo incluyó como tutelando a la dignidad, el honor, la identidad personal, a la propia imagen y a la privacidad. 

Otros autores introdujeron como bien jurídico tutelado al derecho a la protección de datos personales y pretorianamente la Corte Suprema consagró el derecho a la información objetiva.

El mismo Cifuentes considera que en los datos personales hay un derecho personalísimo diferenciado llamado de “ libertad informática “.

 VIII Jurisprudencia antes y después de la sanción de la ley reglamentaria: Varios casos se pueden citar antes de la sanción de la ley reglamentaria. Entre ellos la causa “ Estado Nacional (D.G.I.) c/ Colegio Público de Abogados de la Capital Federal “ (La Ley 1996-B-35). En este caso la D.G.I. demando al Colegio de Abogados, porque este se había negado a suministrarle ciertos datos de abogados matriculados (D.N.I. – fechas de nacimiento y de matriculación). En las dos instancias se obligó al demandado a que suministre los datos bajo pena de secuestro de los mismos. La Cámara que confirmó el fallo, consideró que se trataba de datos públicos y no privados, y que asimismo la D.G.I. no solicitaba esos datos para divulgarlos sino para ejecutar funciones propias de fiscalización tributaria. La Corte Suprema confirmó este fallo, pues consideró que los datos referidos no incluían una injerencia o intromisión en la vida privada y que resultaba de las funciones propias del organismo fiscal.

En el caso “ Matimport S.A.” (F:322:259), la Corte Suprema consideró que “...el instituto del hábeas data constituye un instrumento destinado a evitar las intromisiones injustificadas en la vida privada de las personas, que pueden derivar del registro indiscriminado de datos, situación que se configura claramente cuando se trata de datos falsos o desactualizados. Pero frente al legítimo registro de un dato verdadero solo cabe analizar la posibilidad de que la información sea discriminatoria, o que bien produzca una injerencia desmesurada  en la privacidad del afectado, ponderada en relación con la finalidad de la conservación de los registros...”.

Pero el leading case de la materia lo constituye el caso “ Urteaga ” (La Ley 1998-F-236). Urteaga, Facundo, promovió una acción (con apoyo en el artículo 43 de la Constitución Nacional) que denominó “ amparo de hábeas data “, contra el Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas y Organismos de Inteligencia del Ejército, Aeronáutica, Armada. Con esta acción pretendía obtener información que esté registrada en algún banco de datos  estatales, acerca del probable fallecimiento y destino de los restos de su hermano (desaparecido en 1976, supuestamente en un enfrentamiento con fuerzas de seguridad). En primera y segunda instancia fueron rechazadas las acciones respectivas por falta de legitimación del actor y porque el a quo entendió que la acción procedente era el hábeas corpus.

La Corte hace lugar al Recurso Extraordinario Federal  del actor y revoca la sentencia apelada, en un fallo muy importante, pues arriba a soluciones no regladas por el artículo 43, que más tarde serán adoptadas por la ley reglamentaria, ley 25.326.

Acerca de la ausencia de reglamentación en materia de hábeas data, la Corte consideró que “ ...la ausencia de normas regulatorias de los aspectos instrumentales de la acción de hábeas data no es obstáculo para su ejercicio, incumbiendo a los órganos jurisdiccionales determinar provisoriamente, las características con que tal derecho habrá de desarrollarse en los casos concretos...”. El ministro Boggiano consideró que el hábeas data puede hacerse valer por cualquier vía procesal razonable, aún la incidental, hasta tanto se dicte su reglamentación.

El segundo problema era la legitimación activa, pues el artículo 43 alude a “ ...datos a ella referidos...”. Pero acertadamente la C.S.J.N. se apartó de tan rígido criterio, señalando que la legitimación invocada por el hermano de quien se supone fallecido debe admitirse, pues la habilitación para accionar a un familiar directo es una alternativa de reglamentación posible y en este caso la legitimación del hermano es indiscutible, sostuvo la Corte.

Otra dificultad pudo haberse sobrevenido con el tema de la prescripción o la caducidad, pues recordemos que su hermano, supuestamente había muerto 22 años antes. Pero la Corte estableció que el derecho a obtener esta información no esta aprisionado en ningún “ statute of limitation”.

Bidart Campos aplaude esta doctrina de la Corte Suprema, pues dice que la elasticidad es una buena lectura a extraer de este fallo, pues no se ató a estructuras rígidas y dogmáticas.

También agrega el voto mayoritario que “...corresponde a este tribunal delinear los alcances de la garantía mencionada con razonable flexibilidad, y a fin de otorgar al peticionante la plena protección que ella establece...”.

Sin embargo, si bien es revocada la sentencia por los nueve votos de los miembros del superior tribunal, difirieron ellos acerca de la vía procesal correcta. Mientras cinco de sus ministros consideraron que la vía correcta era el hábeas data, dos de sus integrantes consideraron que el amparo era la vía correcta y los dos restantes incluyeron al hábeas data como una forma de amparo.

Con respecto a los bienes jurídicos tutelados, coincidió la mayoría que tutelaba la intimidad y privacidad, pero dos de sus ministros consideraron que tutelaba el derecho personalísimo a la protección de los datos personales.

Posteriormente a la sanción de la ley , la Cámara Nacional Civil Sala C, en el caso  “ Saal c/ Veraz “, (La Ley 2002-F-334), analizando la responsabilidad de esta última por no corregir los datos erróneos acerca del actor, añadió “...es deber de la empresa, al lucrar con la emisión de informes de los que surgen la eventual insolvencia de las personas, instrumentar las medidas necesarias para que la información se ajuste a la realidad o soportar sus consecuencias...”.
Es de destacar que entre 1994 (consagración expresa del hábeas data en la Constitución Nacional), y octubre del año 2000 (fecha de sanción de la ley), la ausencia de reglamentación no fue óbice para que por vía pretoriana los tribunales de justicia, delimitaran los alcances de esta garantía (asimilando su proceso y plazos a la acción de amparo), su legitimación, los bienes jurídicos tutelados y que toda esta creación del Poder Judicial haya sido receptada posteriormente por la efectiva sanción de la ley reglamentaria.

IX Reglamentación: Ley 25.326 , sancionada el 4/10/2000, promulgada el 30/10/2000, B.O. 02/11/2000.

La ley 25.326 (Adla, LX-E-5496), junto a su reglamentación han interpretado el alcance del artículo 43, párrafo 3ero de la Constitución Nacional.

- El capítulo primero de la misma establece las disposiciones generales y el objeto de la ley, definiendo este último como “ ...la protección de los datos personales asentados en archivos, registros, banco de datos, u otros medios técnicos de tratamiento de datos, sean públicos o privados destinados a dar informes, para garantizar el derecho al honor y a la intimidad de las personas...”. En este capítulo se definen a los datos sensibles (aquellos que revelan origen racial, opiniones políticas, convicciones religiosas y morales, vida sexual, afiliación sindical o información referente a la salud). Se definen también a los datos personales (información de cualquier tipo referido a las personas físicas o de existencia ideal), al titular de los datos y a los archivos, bases de datos o registros.

- El capítulo segundo regula los principios generales relativos a la protección de datos, su licitud, su calidad (ciertos-adecuados-exactos-conseguidos por medios legales), su finalidad y la posibilidad de acceso de su titular.

Regula el consentimiento y sus excepciones (obtención de fuentes de acceso público irrestricto-limitados a nombre, D.N.I., C.U.I.T., fecha de nacimiento y domicilio). Establece el deber de información al titular (su finalidad-la posibilidad de conocer, acceder, rectificar o suprimir).

Reglamenta los datos sensibles con la expresa prohibición de recabar estos (a excepción de tratarse de datos con finalidades estadísticas o científicas, debidamente disociados).

Establece que aquellos datos relativos a antecedentes penales o delitos, solo son objeto de tratamiento por la autoridades públicas competentes

Este capítulo asimismo establece normas con respecto a la seguridad de los archivos, el deber de confidencialidad, los datos referidos a la salud.

Con respecto a la cesión de datos, el Art. 11 establece que la misma deberá ser hecha con autorización de su titular, informándole de su finalidad, estableciendo su revocabilidad, y su no exigibilidad. Si se tratase de datos relativos a la salud, lo puede hacer el Estado en situaciones de epidemia o si pueden ser debidamente disociados.

Acerca de la transferencia internacional de datos, regula su prohibición siempre que no se proporcionen niveles de protección adecuados, con su excepciones: colaboración judicial internacional, transferencias bancarias, cuando sea por medio de tratados internacionales o cooperación internacional en casos de terrorismo o narcotráfico.

- El capítulo tercero regula los derechos de los titulares:

· de información: al organismo de control, relativo a bases de datos, sus finalidades, identidades de los responsables.

· de acceso: el titular de los datos tiene derecho a solicitar y obtener información de sus datos incluidos en los registros públicos o privados. Dentro de los 10 días de intimado el responsable del registro, debe entregarse un informe donde consten los datos, en ese banco recabados.

En caso de vencerse el plazo o que los datos fuesen insuficientes, queda expedita la acción de hábeas data, regulada por el cap. VII de la ley. Establece la gratuidad del informe, la legitimación de quienes pueden realizarla, el contenido del informe, el derecho de rectificación, actualización y supresión, los plazos y las excepciones al acceso y por último la gratuidad de la rectificación, acceso o supresión.

- El capítulo cuarto regula la cuestión de los usuarios y los responsables de los banco de datos, su inscripción en un registro especial (de los archivos de datos públicos o privados destinados a dar informes), en el que consten el nombre y domicilio de los responsables, las características del archivo, su naturaleza, destino, seguridad, plazos y procedimiento.

El artículo 23 regula los archivos de los organismos de inteligencia y policía, y establece que el tratamiento de datos por estos órganos sin consentimiento de los afectado queda limitado a aquellos supuestos que resulten necesarios para la defensa nacional, la seguridad pública o la prevención de delitos.

El Art. 26 regula la prestación de servicios de información crediticia y dice que solo pueden tratar datos de contenido meramente patrimonial, relativos a la solvencia económica, obtenidos de fuente de acceso irrestricto o consentidos por su titular o acreedor.

- El capítulo cinco regula el organismo de control (funciones-jerarquía-atribuciones-autonomía-sanciones), y los códigos de conducta.

- El capítulo sexto regula las sanciones administrativas (sin perjuicio de acciones de daños y perjuicios), que son aplicados por el órgano de control, garantizando el debido proceso.

A partir del artículo 32 regula las sanciones penales y su incorporación en el respectivo código.

- En el capítulo séptimo se regula la acción de hábeas data, destacándose:

· procedencia: para tomar conocimiento de los datos personales almacenados en archivos, registros o bancos de datos públicos o privados destinados a proporcionar informes, y de la finalidad de aquellos y en los casos en que se presuma la falsedad, inexactitud, desactualización de la información de que se trata, o el tratamiento de datos sensibles, para exigir su rectificación, supresión, confidencialidad o actualización.
· Legitimación activa: el afectado, sus tutores o curadores y los sucesores de las personas físicas, sean en línea directa o colateral hasta el segundo grado, por sí o por intermedio de apoderado. Personas de existencia ideal, deberá ser interpuesta por sus representantes legales. En el proceso podrá intervenir en forma coadyuvante el Defensor del Pueblo.

· Legitimación pasiva: responsables y usuarios de bancos de datos públicos y de los privados destinados a dar informes.

· Competencia: juez del domicilio del actor; el del domicilio del demandado; el del lugar en el que el hecho o acto se exteriorice, a elección del actor. Tendrá competencia federal cuando se interponga en contra de archivos de datos públicos de organismos nacionales, y cuando los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.

· Procedimiento aplicable: según las disposiciones de la ley y por el procedimiento que corresponde a la acción de amparo común, supletoriamente por las normas del C.P.C.C.N., en lo atinente al juicio sumario.

· Requisitos de la demanda:  por escrito con datos completos, individualizando al responsable del banco de datos, si fuesen públicos detallar a que organismo estatal responde, razones por la cual la información es discriminatoria, falsa o inexacta. El Juez puede disponer el bloqueo provisional del archivo, cuando sea manifiesto el carácter discriminatorio, falso o inexacto de la información.

Trámite: admitida la acción se corre traslado a la demandada y tiene un plazo de cinco días para contestar la demanda o informes. Los registros no pueden alegar confidencialidad de la información. Si invocan excepciones deberán fundarlas y el juez podrá tomar directo conocimiento de los datos confidenciales. Cuando se contesta el informe deberán explicar porque no se evacuó el pedido de los interesados conforme a los artículos 13 a 15 de la ley. Contestado el informe, el actor tiene tres días para ampliar la demanda, solicitando la solicitando la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de sus datos personales, ofreciendo la prueba pertinente. Vencidos los plazos de informe, de contestación y eventualmente de ampliación, el juez dictará sentencia. Si es  procedente la acción, se especificará si la información debe ser suprimida, rectificada, actualizada o declarada confidencial, estableciendo un plazo para su cumplimiento. La sentencia deberá ser comunicada al organismo de control. 

( Jorge Rafael Bernigaud. 2003.
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